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CiudadVerde:
Los Macroproyectos de Interés Social Nacional (MP) son una figura 
creada por el gobierno nacional, que busca la promoción de ope-
raciones urbanas integrales, con énfasis en la generación de suelo 
para VIS y VIP.
Se caracterizan por involucrar directamente al nivel central en la 
ejecución de operaciones en los municipios, ofreciendo algunas 
ventajas para el desarrollo de proyectos de interés social con 
participación del sector privado. Si bien la política de MP busca 
llenar el vacío de la gestión municipal, para disponer de la tierra 
requerida para la realización de proyectos que atiendan el déficit 
de vivienda social del país, es importante verificar que en su eje-
cución se logre atender la demanda más sentida. En tanto que 
el mercado no logra producir VIP en condiciones normales, esa 
debe ser la franja preferente de este tipo de incentivos públicos.  
En este sentido, para lograrlo, aunque la estrategia es un meca-
nismo de choque muy potente, a nivel de ejecución los MP no pue-
den renunciar a la aplicación de los instrumentos que permiten 
amortiguar el impacto del suelo en la ecuación, ni a los esquemas 
de gestión que articulan los procesos de desarrollo urbano.
Ciudad Verde es un proyecto habitacional actualmente en ejecu-
ción, implementado mediante ese esquema. El proyecto es útil 
para ilustrar las facilidades que ofrece esta política al sector priva-
do, especialmente en lo que concierne a la disponibilidad de suelo 
con norma, la agilidad en los trámites y las economías de escala. 
Sin embargo, también puede ser una experiencia a partir de la cual 
pueden examinarse distorsiones que pueden derivar de este ins-
trumento de política, como su repercusión en el mercado de suelo 
regional y en los procesos de ordenamiento territorial local.
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The National Social Interest Macro project (MP) is 
a planning and management scheme created by 
the national government, intended to promote 
comprehensive urban operations focused on land 
production for social housing and priority social 
housing. 
These macro projects involve the implementation 
of large scale projects in municipalities offering 
some advantages for the private sector project 
development in social housing initiatives that 
otherwise would be unfeasible. The MP program 
seeks to fill the gap in municipal management in 
order to make land available for developing proj-
ects that reduce the nation´s low cost housing 
deficit. For that reason, it is critical to verify that 
through their execution they target the main ob-
jectives, and that public incentives and policy in-
struments are actually being used to mitigate the 
impact of land prices, maximizing the feasibility of 
priority social housing. On the other hand, proj-
ect implementation should also reflect schemes 
that fully integrate the initiatives to broaden ur-
ban development issues, such as financing trunk 
infrastructure.
Ciudad Verde is a large scale housing opera-
tion, currently being implemented under the MP 
scheme. The project is useful to illustrate the ben-
efits of this policy for the private sector, particu-
larly regarding the availability of developable land, 
reduced transaction times and costs, and scale 
economies. However, it may be a useful experi-
ence to examine distortions that may derive from 
this policy instrument, as well as its effect on the 
regional land market and local governance.

La ciudadela “Ciudad Verde”, es un proyec-
to habitacional de iniciativa privada en las 
afueras de Soacha, formulado en 2007 bajo 
un esquema excepcional de desarrollo ur-
banístico con mediación directa de la Na-
ción, denominado “Macroproyecto de Inte-
rés Social Nacional” (MP). En Ciudad Verde 
se espera construir durante los próximos 
nueve años 42.000 unidades habitaciona-
les, la mitad de las cuales serán Viviendas 
de Interés Social (VIS). Aumentar la oferta 
de vivienda a partir de proyectos de gran 
magnitud como éste, ha sido la estrategia 
de choque presentada por el gobierno cen-
tral desde 2006, para mitigar el gran rezago 
en la gestión de suelo de los municipios para 
la producción de VIS, y producir el insumo 
fundamental para posibilitar la atención al 
déficit habitacional acumulado en el país1. 
Este artículo reflexiona sobre la implemen-
tación de la política de Macroproyectos, a 
partir de esa experiencia específica.
Para comprender esta intervención en su 
contexto histórico, es necesario recordar 
que el modelo de intervención del Estado 
colombiano en materia de vivienda social 
ha evolucionado alternando y combinando, 
con diferente intensidad, políticas como be-
nefactor y políticas de mercado. Hasta hace 
poco, el gobierno nacional había asumido 
un rol pasivo en la provisión de este bien 
público, las instituciones que entre los años 
60 y 80 produjeron la vivienda social en el 
pico del proceso de urbanización, fueron 
desmontadas; y desde la descentralización, 
el nivel nacional se limitó a la gestión de 
los instrumentos y lineamientos de política 
para que se produjera a nivel municipal. 

Abstract En este proceso, el sector privado y el sector informal han cumplido 
ambos papeles muy relevantes. Al sector privado tácitamente le fue 
asignada la tarea de reemplazar al Estado en la producción de vivien-
da social en la transición al modelo de mercado, y ante la ausencia de 
programas concretos para emprender la difícil tarea, el sector informal, 
por defecto, quedó prácticamente a cargo de satisfacer la demanda. 
Este modelo de producción de vivienda para los sectores de más bajos 
ingresos, resultante del vacío entre las políticas marco y las políticas 
operativas, se refleja en la composición de las ciudades colombianas: 
claramente divididas entre enormes sectores de urbanización incom-
pleta y otras, menos amplias, plenamente urbanizadas. 
En tanto que hacer efectivo el derecho fundamental a la vivienda digna 
es un ítem central de la agenda pública, bajo el actual modelo de inter-
vención, hoy por hoy es crucial que las políticas nacionales atiendan, 
por un lado la brecha en las políticas locales para abordar el déficit ha-
bitacional creciente; y por otro, propiciar que el sector privado, pueda 
asumir su rol como brazo operativo en la producción de una vivienda, 
exenta de los riesgos y deficiencias de la que ofrece a las poblaciones 
más pobres el mercado informal. Para ello, ha sido necesario superar 
las políticas públicas indicativas y avanzar hacia estrategias de apoyo 
que permitan concretar proyectos.
Los Macroproyectos de Interés Social Nacional (MP)2, fueron integrados 
por el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010, como parte de la estrate-
gia de Ciudades Amables, basados en operaciones urbanas integrales 

de interés público con énfasis en la producción de Vivienda de Interés Social (VIS) y Vivienda de Interés Prioritario (VIP). La 
figura suscitó un debate importante en la medida en que planteó un esquema abreviado de gestión de grandes proyectos, 
que superpone iniciativas formuladas entre el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial (Mavdt) ), con el apoyo 
eventual de promotores privados, dependiendo de la naturaleza de la iniciativa, a las decisiones y procesos de planificación 
municipales. Es de interés observar cómo se ejecutan estos proyectos, porque a pesar de haber sido suspendida la figura en 
2010, y recientemente reemplazada por una similar que subsana esa deficiencia, se puede constatar que los 32 macropro-
yectos en proceso de gestión al momento de la decisión de la Corte, podrán culminar con el mismo debido a que las sentencia 
tiene efectos hacia el futuro, de ahí que 17 de los anteriores se encuentran en un estado avanzado dentro de las fases esta-
blecidas para los MP. (ver gráfico 1). 

1. El Plan de Desarrollo 2010-2014 estima el déficit 
cuantitativo a nivel nacional, en 1 millón de viviendas.
2. Hoy denominados “de primera generación” al haber 
sido declarada inexequible la figura mediante senten-
cia de la Corte Constitucional C-149/10. La Ley 1469 
de 2011, la adaptó a los procedimientos municipales 
de adopción legitima de POT.

Ciudad Verde: Ongoing Macro projects
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Ciudad Verde (CV) está entre estos primeros macroproyectos y, a la fecha, se encuentra en proceso de ejecución su 
segunda etapa. Localizado en el municipio de Soacha, directamente sobre el borde suroccidente del límite con Bogotá, 
es una operación que genera gran interés por su magnitud, su cercanía con la capital, así como por ser de carácter 
privado. El proyecto fue analizado como parte de una investigación sobre el proceso de producción privada de VIS en 
Colombia3. De tal estudio se derivan, en otra perspectiva, algunas reflexiones sobre los MP como esquema de gestión, 
observando los efectos que han tenido sobre la iniciativa específica de CV, el conjunto de incentivos e instrumentos 
que la figura articula.
A su vez, resalta aspectos del proyecto urbanístico finalmente adoptado y de su primera etapa de ejecución, como 
el resultado de la interacción entre la nación, el sector privado y el municipio para hacer viable el proyecto. Dado que 
la figura del MP ha sido concebida principalmente para viabilizar la producción privada 
de VIS, el análisis del proceso de formulación y gestión inicial de CV es interesante para 
ejemplificar la aplicación del esquema de gestión, y así, con base en la experiencia, co-
menzar a reflexionar sobre los beneficios y los problemas que pueden derivarse de su 
implementación.
El resultado de la revisión del proceso de formulación e implementación de CV entre 2007 y 2010, da evidencias de que 
frente a los procesos normales de gestión de suelo urbanizable del sector privado, en el marco de las normas locales 
vigentes, la aplicación del esquema de MP en efecto trae consigo diversas ventajas. Entre ellas, las más notables 
implican reducciones significativas de las incertidumbres y los costos derivados de los tiempos de trámite y gestión 
frente a las entidades municipales.
Sin embargo, esa misma experiencia permite constatar, que si bien los procesos “abreviados” aparentemente agilizan 
la gestión de los proyectos; frente a aspectos estructurales como la provisión de servicios públicos, y a propósitos cen-
trales de la política pública de desarrollo urbano como la política de suelo (sobre los cuales está construido el sistema 
urbanístico de este país) también pueden representar importantes retrocesos.

Gráfico 1.
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Vincent Renard en su trabajo Objetivos e instru-
mentos para la gestión de la tierra urbana es-
crito para los debates del proceso de formulación de 
la Ley 388 de 1997, afirma que los bienes públicos 
no son viables cuando compiten por el suelo en el 
mercado en igualdad de condición con los usos ren-
tables. Por tanto, para garantizarlos, recalca que 
es absolutamente necesario una política pública 
de suelo que haga viable la producción de los bie-
nes públicos, mediante la aplicación de instrumen-
tos que en conjunto permitan: i) regular el precio del 
suelo; ii) obtenerlo oportunamente y; iii) gestionarlo 
articuladamente con los procesos más rentables del 
desarrollo urbano, para captar las rentas y contribuir 
a su financiación. 
Renard califica la vivienda social como un bien pú-
blico, en tanto que es de interés colectivo que las 
poblaciones excluidas del mercado formal de vivien-
da tengan alternativas dignas; y porque al igual que 
los suelos de protección y el suelo para los sistemas 
públicos, no logra competir en el mercado con las ac-
tividades rentables, por suelo razonablemente bien 
localizado. Según el economista urbano, el impacto 
del costo del suelo hace de la vivienda social un bien 
prácticamente inviable en condiciones de mercado, 
lo cual obliga a confeccionar estrategias públicas de 
gestión de suelo que lo amortigüen al máximo. 
Bajo este criterio, en tanto que política pública de 
vivienda social, esquemas de gestión como los MP, 
que hacen uso de múltiples incentivos y prerrogati-
vas públicas para apoyar la producción este bien pú-
blico, exigen el uso combinado de instrumentos para 
lograr cubrir los tres propósitos antes mencionados. 
No obstante, para varios de esos instrumentos, el 
elemento central de su efectividad es el valor inicial 
que se le asigne al suelo.
El reparto de cargas y beneficios, por ejemplo, es 
uno de los instrumentos clásicos de gestión urba-
nística para equilibrar las operaciones y obtener el 
suelo público. A cambio de derechos adicionales de 
construcción, por ejemplo, es posible incluso derivar un

a
 e

st
ra
te
gi
a
 c
en

tr
a
l 
pa

ra
 l
a
 p

ro
du

cc
io
n 

de
 v

iv
ie
nd

a
 s
oc

ia
l

equipamientos y suelo público sin cargo al presu-
puesto público. Sin embargo, estos sistemas de 
canje solamente son efectivos en la medida en que 
haya claridad sobre el valor básico a partir del cual 
se tase el suelo. De otra manera, las afectaciones y 
bienes públicos pueden terminar pagándose a pre-
cios que incorporen expectativas de desarrollo, per-
diendo así los instrumentos todo su efecto como 
reguladores.
CV es un ejemplo de cómo los sistemas de reparto 
pueden utilizarse para distribuir incluso las cargas 
de infraestructura primaria de soporte, en grandes 
operaciones; así como para lograr alcanzar están-
dares de espacio público y equipamientos colecti-
vos, los cuales son difíciles de lograr en proyectos 
VIS de menor magnitud. No obstante, como se ha 
encontrado en la revisión del proceso de gestión, en 
ausencia de mecanismos de regulación del precio 
del suelo, incluyendo el cobro de la participación 
en plusvalía, surgen dudas sobre la manera en que 
verdaderamente se han ponderado las cargas y los 
beneficios de la operación; más aún cuando la fi-
nanciación del acueducto, que en últimas viabiliza 
el proyecto, ha sido excluido del sistema de reparto.

3. Henao Padilla, María José. 2011
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4. Foro “Macroproyectos de Interés 
Social Nacional: ¿Instrumento o 
política? Universidad Javeriana, mayo 
2011.
5. Hay resistencia local a asumir su 
papel en la oferta masiva de suelo 
para VIS, motivada en parte por su 
prevención a acoger a los grupos 
poblacionales con mayores deman-
das sociales, sin contraprestación o 
incentivos permanentes de la nación. 
En el caso de Bogotá la resistencia se 
derivó de políticas de gestión de sue-
lo distintas, en curso de implementa-
ción en cabeza de Metrovivienda. 

Como estrategia de choque, los MP permitieron al go-
bierno nacional intervenir directamente en los procesos 
de producción de suelo urbanizado en las zonas donde 
se estimó que la demanda de vivienda social es mayor, 
teniendo en cuenta que el déficit se encuentra distribui-
do en forma desigual en las regiones (ver gráfico 2). La 
figura articula un conjunto de mecanismos de apoyo al 
proceso de producción de vivienda social dirigidos a miti-
gar tres factores que se han destacado como obstáculos 
en la gestión de la oferta: escasa disponibilidad efectiva 
de suelo con norma; incertidumbre normativa y lentitud 
de los trámites municipales; y dificultad para lograr pro-
yectos de gran escala, que permitan aprovechar econo-
mías en la producción.
Se concibió como un esquema para “intervenciones in-
mediatas pero temporales” que permitiría superar el 
ámbito local y atacar simultáneamente las necesidades 
de varios municipios4. Para ello se promovió la realiza-
ción de proyectos multisectoriales de cooperación entre 
la nación y el sector privado, con participación del muni-
cipio en donde se localizaran. 
Al ser estas actuaciones promovidas sobre el territorio 
municipal desde el nivel central, un ámbito al cual le-
galmente no le compete directamente el ordenamiento 
territorial, se generaron controversias muy importantes 
en torno a su legitimidad frente a la autonomía munici-
pal. No solamente se debatió el hecho de que la figura 
haya permitido directamente superponer decisiones del 
Mavdt sobre los planes de ordenamiento municipales, 
sino que se haya desvirtuando el proceso político que 
media la adopción de los mismos.
La discusión, además de desencadenar la inexequi-
bilidad de la figura como fue originalmente adoptada, 
puso sobre la mesa la evidente tensión entre las agen-
das nacional y municipal, la cual de alguna manera 
está al centro de esta crisis habitacional: por un lado 
la imposibilidad de hacer efectivas las políticas indirec-
tas de subsidios e incentivos nacionales para atender 
el déficit acumulado en el país, a causa de la escasez 
de suelo urbanizable; y, por el otro, la resistencia y di-
ficultades desde el nivel local para hacer una gestión 
eficiente en la oferta de suelo para VIS5. 

De otra parte, sobresale en las discusiones la 
necesidad de proyectos que superen el ámbito 
local, frente a las dinámicas regionales de los 
mercados de suelo y de vivienda, particularmen-
te en las áreas metropolizadas. Se evidencia en 
las tendencias demográficas que los municipios 
cercanos a los centros están experimentando las 
mayores tasas de crecimiento, mientras que su 
limitada capacidad institucional, financiera y de 
gestión restringe seriamente sus posibilidades 
de emprender las actuaciones requeridas.
En este sentido, el esquema de gestión de MP se 
concibió para que a través del Mavdt, se fortale-
ciera con asistencia técnica, recursos humanos y 
de inversión, la capacidad desde el sector público 
de estructurar iniciativas en municipios estraté-
gicos, involucrando al sector privado. Se deriva-
ron de esta primera experiencia, 32 operaciones, 
tanto mixtas como privadas, diez de las cuales 
han sido adoptadas y se encuentran en ejecu-
ción. En las anteriores se han venido aplicando 
esquemas de gestión urbanística diversos, que 
difícilmente habrían sido posibles de incorporar 
si la gestión reposara en cabeza de municipios 
menores (ver gráfico 3).

Gráfico 2.
Escasez de suelo en Colombia 

Fuente: DANE ECH 1999 - 2003 y Censo de Edificaciones ajustado por licencias de construcción, tomado de presentación del 
DNP en el foro “Macroproyectos de Interés Social Nacional ¿Instrumento o política? de la Pontificia Universidad Javeriana 
realizado el 12 de Mayo de 2011.

¿Cómo funciona este esquema de gestión? El go-
bierno nacional estableció mediante ley, procedi-
mientos especiales para la formulación, adopción 
y ejecución de los proyectos de interés nacional. 
Así, creó una categoría normativa de exención a las 
normas locales de ordenamiento territorial, la cual 
le permitió aprobar directamente proyectos diseña-
dos sobre la base de normas urbanísticas, aprove-
chamientos y especificaciones concertadas directa-
mente con los promotores, ajustadas en particular 
para garantizar la viabilidad financiera de la VIP en 
cada operación. 
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Villas de San Pablo / 
Barranquilla - Atlántico

Nuevo Occidente / 
Medellín - Antioquia

Ciudadela Gonzalo Vallejo 
/ Pereira Risaralda

San Antonio (Reubicación 
Cascajal) Buenaventura - 

Valle del Cuca

Altos de Santa Elena /  
Cali- Valle del Cuca

 Ecociudad Navarro /  
Cali- Valle del Cuca

Ciudad del Bicentenario / 
Cartagena - Bolívar

Centro Occidente San José / 
Manizales - Caldas

Ciudad Verde /  
Soacha - Cundinamrca

Bosques de San Luis / 
Neiva - Huila

Fuente presentación del DNP en el Foro “ Macroproyectos de Interes Social Nacional ¿intrumento o Política? de 
la Pontificia Universidad Javeriana realizado el 12 de mayo de 2011

En ese orden de ideas, incluso las decisiones de ca-
rácter estructural de los planes de ordenamiento te-
rritorial municipales, como la clasificación del suelo, 
pudieron ser obviadas y ajustadas a las necesidades 
de cada iniciativa. Como Ministerio de Ambiente, el 
proceso igualmente eximió a las operaciones de la 
concertación ambiental que normalmente mediaría 
proyectos equivalentes formulados por la vía tradi-
cional del plan parcial. Finalmente, a partir de resolu-
ciones directamente emitidas por el Mavdt, las cuales 
reemplazaron a los planes parciales para asignar las 
normas y hacer efectivas las incorporaciones, se ex-
pedirían posteriormente las licencias de urbanismo. 

Como se podrá ver en el proceso de for-
mulación y ejecución de CV, este esquema 
abreviado contempla un amplio margen 
de maniobra para la concertación de las 
normas urbanísticas y aprovechamientos,  
que garanticen el equilibrio urbanístico y 
financiero de los proyectos. Centraliza el 
proceso de adopción al punto de neutralizar 
los esquemas de balance de funciones que 
contempla el sistema urbanístico colombia-
no, particularmente en materia ambiental. 
Además, flexibiliza completamente los pro-
cedimientos básicos de ejecución, al punto 
de que puedan iniciarse obras de construc-
ción (como es el caso de CV), incluso sin que 
se haya finalizado la gestión de acueducto. 
No obstante, también es evidente que es 
un esquema que a pesar de estar diseña-
do como un mecanismo impositivo6, en su 
implementación admite ser receptivo a las 
exigencias y expectativas del municipio re-
ceptor. Sobre eso, este artículo profundiza 
para resaltar algunos aspectos de calidad 
urbanística y equilibrio territorial que pue-
den destacarse del proceso de evolución de 
este MP desde su formulación hasta su pri-
mera etapa de ejecución. 
La revisión del proceso de CV interesa por-
que ejemplifica una experiencia de gestión 
de proyecto la cual se desarrolla bajo pa-
rámetros excepcionales, que buscan redu-
cir costos de transacción y de oportunidad 
que el sector privado estima exacerbados 
con la aplicación de los complejos proce-
sos reglados del ordenamiento territorial 
municipal. Así mismo, nos permite verificar 
algunos parámetros de intervención en su 
implementación, que parecen desdibujar al-
gunos de los principios fundamentales de la 
gestión pública de suelo, sobre los cuales es 
necesario reflexionar.

CV es un proyecto de iniciativa y gestión privada. Esta operación 
urbanística tiene un área casi un tercio mayor que la de Ciudad Sa-
litre. Su potencial de desarrollo permitirá producir cerca de 42.000 
unidades de vivienda, la mitad de las cuales se prevén para VIS y 
VIP7. Está concebida como una ciudadela, mezcla usos de diferen-
tes escalas, destinando un 65% al uso residencial en diferentes 
tipologías, e integrándolo con los usos comerciales, industriales y 
de equipamientos necesarios para suplir las necesidades de una 
población que podría llegar a ser cercana a 160.000 habitantes8 
(ver gráfico 4).
La iniciativa se tramitó directamente ante el Mavdt derivada del 
interés de los propietarios del suelo que integra sus 328 has. Ha 
sido concebida para ser financiada con recursos privados, prove-
nientes de tres fuentes: las ventas de lotes de vivienda y comercio, 
los aportes de capital y el crédito. En el momento de su adopción 
en 2009, se estimó que solo las obras de urbanismo, costarían del 
orden de $273.000 millones9.
La proximidad de CV a Bogotá fue determinante para la viabilidad 
del MP, ya que Soacha no solamente es el municipio con mayor 
población de la región de Cundinamarca, sino que en virtud de su 
cercanía a la capital, ha sido el principal receptor de población po-
bre atraída por la gran ciudad. Razón que explica, parcialmente, su 
desarrollo urbano que en gran medida es informal. (ver gráfico 
5).
El impacto de esta operación de gran escala es de alta signifi-
cancia para ambas ciudades: por un lado refuerza el proceso de 
conurbación de Bogotá y Soacha, determinando nuevas condicio-
nes de configuración del borde, de otra parte, sus 328 has repre-
sentan un incremento del 23,5% del área actualmente urbanizada 
de Soacha10. En esa medida, es una iniciativa que representa para 
ambos gobiernos locales un cambio significativo en sus horizon-
tes de planeación e inversión. Para Soacha en particular, aunque 
rompe con su patrón de desarrollo informal, implica la amplia-
ción de responsabilidades sociales y administrativas, que ya tiene 
grandes problemas en cumplir. Esta situación, llevó a que durante 
el proceso de diseño definitivo, se considerara en el proyecto la 
necesidad de asumir cargas adicionales que mitigaran responsa-
bilidades que el municipio no está en capacidad de asumir como, 
por ejemplo, la construcción de nuevos equipamientos sociales.

6. La ley determina que el municipio es notifi-
cado con el anuncio del proyecto.
7. 25% VIP – 25% VIP Fuente Resolución 1434 
2010
8. DTS Ciudad Verde . Calculada sobre la base 
de un promedio de 3,79 personas por vivienda 
en Soacha. DTS revisión del POT 2006-2007. 
http://www.asomuna.org/web/dosumen-
tos/doc_details/18-documento-tecnico-de-
soporte-de-la-revision-y-ajuste-del-pot.html
9. DTS Ciudad Verde. Esta cifra equivale a más 
de 152,5 millones de dólares al cambio de 
agosto 2011
10. El área urbana de Soacha según el DTS 
de la revisión del POT son 2699 has. de las 
cuales solamente 1392 estaban urbanizadas. 
Las 328 has. de CV representan un incremen-
to de 23,5% del área urbanizada de Soacha, 
por fuera del perímetro ya anteriormente 
incorporado. Ci
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Gráfico 3.
Macroproyectos Adoptados y en  

Ejecución - Informe DNP Mayo 2011
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El esquema de gestión del proyecto se estructuró principalmente en tres ins-
trumentos: i) un sistema de reparto de cargas y beneficios; ii) un fideicomiso de 
administración y pagos; y iii) la compensación o sustitución de equipamientos 
privados.
La magnitud del proyecto ha permitido implementar un sistema de reparto de 
cargas y beneficios, el cual soporta cargas locales a partir de una edificabilidad 
básica; y alcanza a soportar cargas generales a partir de la asignación de aprove-
chamientos urbanísticos adicionales, incluyendo usos más rentables. Este esque-
ma permitió la combinación de cesiones, cesiones adicionales y obras, para obte-
ner además de 50% del suelo útil para VIS y VIP, 112 has de cesión para parques y 
equipamientos y 56 has de suelo de protección. La producción de bienes públicos 
articulada al desarrollo de usos rentables como comercio, industria e instituciona-
les privados, posibilitó, además, estándares urbanísticos para la vivienda social, que 
en proyectos aislados pueden ser muy difíciles de lograr.
El esquema fiduciario, por otra parte, permitió la integración inmobiliaria y la 
constitución de un patrimonio autónomo para unificar la gestión de la formula-
ción del proyecto, transformándose posteriormente en el fideicomiso inmobiliario 
de administración y pagos que permite su ejecución por etapas.

Ficha técnica proyecto ciudad verde
Gestión y Promoción: Amarilo S.A.

Áreas del proyecto

Resolución 1577 de 2008; Anuncio del MISN
Resolución 0318 de 2009; Modificación del Anuncio

Resolución 1687 de 2009; Adopción del Macroproyecto
Resolución 1434 de 2010; Modificación de la Adopción

Gráfico 4.
Ficha tecnica de Macroproyecto 

Ciudad Verde

Gráfico 5.
Localización del Macroproyecto de 

Interés Social nacional Ciudad Verde

Fuente: Henao Padilla, María José, “Análisis del Proceso de Producción Privada de Vivienda de 
Interés Social en Colombia en el Periodo 2007-2010 a partit del Macroproyecto de Interes Social 
Nacional Ciudad Verde” Ver Plano M-01 Localización Genreal. Planos Adopción MISNCV, Agosto 
de 2009 y Plano M-03 Estructura Urbana. Planos Modificación de la Adopción MISNCV, Abril de 
2010 y Resolución 1434 de 2010 y Licencia Urbanística 172-1
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Finalmente, mediante la compensación o sus-
titución de equipamientos privados se logró 
que el sector privado pudiese adquirir algunos 
suelos cedidos para equipamientos para garanti-
zar la presencia de dotacionales, sin ser onerosos 
para Soacha.
El diseño de la operación contempla que cada uni-
dad de ejecución contribuya a la configuración de 
los sistemas públicos de infraestructura aportan-
do el suelo e incluyendo en su presupuesto la eje-
cución de las obras de servicio y espacio público. 
La ejecución se prevé en siete etapas, las cuales 
se estima que habrán sido desarrolladas en su 
totalidad en un periodo de 7 a 9 años. Cada etapa 
se desarrollará por supermanzanas, dentro de las 
cuales, a su vez, se construirán varios proyectos 
habitacionales a cargo de múltiples empresas 
constructoras. 
En el momento en que se realiza esta revisión se 
encuentra ya en proceso de ejecución la primera 
etapa, con un área de 47,9 has, de las cuales 96% 
del área útil está destinada para vivienda. Allí, 
nueve constructoras seleccionadas por concurso 
de méritos, desarrollarán proyectos habitaciona-
les, con un potencial de 7.500 unidades 11. 

Del proceso de formulación de CV es impor-
tante resaltar dos momentos significativos. 
Un primer momento en el 2009 en el cual los 
promotores del proyecto y el Mavdt tras es-
tructurar la propuesta urbanística y el esque-
ma financiero centrados en equilibrar la mez-
cla de usos para garantizar la sostenibilidad 
financiera de la VIS y la VIP, y sostener las 
cargas propias del proyecto; recibieron obser-
vaciones del municipio de Soacha orientadas a 
amortiguar las responsabilidades que el pro-
yecto dejaba en cabeza del gobierno local, que 
obligaron a ajustar el proyecto. Un segundo 
momento en 2010, en el cual el municipio nue-
vamente introdujo exigencias, esta vez más 
orientadas a derivar beneficios hacia el resto 
de Soacha, particularmente en relación con la 
conectividad y la distribución de los equipa-
mientos. 
Ambos momentos plantearon a los promoto-
res y a la nación, la necesidad de verificar el 
horizonte del esquema de reparto de cargas y 
beneficios del proyecto. Las observaciones del 
municipio, finalmente ponen sobre la mesa la 
realidad de su capacidad institucional ya des-
bordada por las necesidades de los asenta-
mientos precarios que tiene a su cargo y por 
las serias limitaciones financieras derivadas 
de su composición socioeconómica actual12. 
En ese sentido, obliga al proyecto a incorpo-
rar la garantía de construcción de los equi-
pamientos públicos (para la primera etapa de 
ejecución), las obras de mitigación de riesgos, y 
la construcción de redes primarias como parte 
de la operación (ver gráfico 6).
El resultado de las observaciones del munici-
pio, fueron ajustes importantes tanto al pro-
yecto de Resolución de adopción de 2009 (in-
corporando mayores cargas generales) como 
la Resolución de modificación en 2010, que in-
tegró mecanismos alternos para la autofinan-
ciación y transferencia de equipamientos13.
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Absorber estas cargas generales se tradujo en un aumento en 
los índices de edificabilidad14. Es por ello que, aunque en un prin-
cipio se decía que el MP generaría 22.000 unidades habitacio-
nales, luego 36.000, hoy ese número ha aumentado a 42.000. El 
equilibrio se logró con proyecto más denso, que logra incorporar 
parte significativa de las infraestructuras principales, tanto en 
suelo, como construcción y operación. 
No obstante, una carga central de todo proceso de urbanización 
y quizás una de las más costosas, el Acueducto, hasta la fecha 
a pesar de haberse iniciado ya el proceso de construcción de la 
primera etapa, continúa indefinida. En tanto que no estaban 
previstas en los presupuestos de la Eaab, queda aún establecer 
la fuente que financiará los $13.300’000.000 que aproximada-
mente cuestan las obras15.

Gráfico 6.
Observaciones del municipio de Soacha

Observaciones del Municipio / Junio de 2009 -> Repercusiones en el MISN Observaciones del Municipio / Junio y Julio de 2010 -> Repercusiones en el MISN

Fuente: Henao Padilla, María José, “Análisis del Proceso de Producción Privada de Vivienda de 
Interés Social en Colombia en el Periodo 2007-2010 a partir del Macroproyecto de Interés Social 
Nacional Ciudad Verde” con base en la resolución 1687 de 2009 y 1434 de 2010 del MAVDT

11. Fuente: Entrevista sala de Ventas Frailejón.
12. Mavdt. “Resolución 1687 de 2009 (septiembre 3)”. Parte 
motiva de la Resolución.	
13. La participación en cargas generales, la cesión del suelo 
urbano para la malla vial arterial principal, parques, zonas 
verdes, equipamientos adicionales, y/o ejecución de obras, 
se concertó en relación de 1 a 4. Por cada metro cedido, 
se autorizaron 4m² de construcción adicional, sin superar 
nunca los potenciales máximos de edificabilidad.
14. Para el caso residencial, el índice de ocupación promedio 
es de 0,7 y el de construcción fluctúa entre 1,90 y 1,95; para 
el uso comercial, el índice de ocupación es 0.7 y el de cons-
trucción es de aproximadamente 1,20.
15. La Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, 
quien presta servicios a los municipios de la región. Actual-
mente provee agua en bloque para la primera etapa, pero 
debe incluir en su estructura tarifaria los costos de las redes 
matrices que proveerán el agua para todo CV.
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: Las obras de urbanismo en CV iniciaron a finales el año 2009, y las obras de construcción 
en junio de 2010, apenas dos meses después del lanzamiento del proyecto. La agilidad 
en las preventas de urbanismo y posteriormente de las viviendas ha generado enormes 
ahorros en costos financieros para autofinanciar la ejecución, y han garantizado un flujo 
de caja que ha permitido a los proyectos avanzar con gran rapidez.
La gran demanda de lotes para el desarrollo de proyectos habitacionales generó otra 
oportunidad. En cumplimiento del compromiso con el municipio de Soacha, de gestionar 
la construcción y la operación de equipamientos públicos, se decidió vender por “concur-
so” el suelo útil, de manera tal que fuesen los mismos constructores los que ofrecieran, 
entre otros aspectos, mejores materiales y/o equipos para construir y dotar los equipa-
mientos. De allí, fueron obtenidos cerca de $6.500’000.00016.

16. Pizano, Eduardo. “Macroproyecto de Interés 
Socal nacional Ciudad verde” Pontificia Universidad 
Javeriana. Foro Macroproyectos de Interés Social 
Nacional: ¿Instrumento o Política? 17 de mayo 17, 
2011. 

De este proceso de ejecución, es también singular, que en su 
calidad de MP se esté presentando una superposición poco 
común entre los procesos de urbanismo y construcción. Se-
gún las entrevistas realizadas, la construcción y las ventas 
de viviendas se adelanta a pesar de que no hay aún conexión 
definitiva a servicios públicos, ni ejecución total de las obras 
de habilitación de suelos y mitigación de riesgos. 

La política pública de suelo, como se 
mencionó inicialmente, es uno de los 
elementos centrales de una buena 
política de vivienda social. La inciden-
cia del valor de la tierra sobre la VIS es 
muy significativa, por tanto, los meca-
nismos para amortiguar cambios en 
los precios del suelo son vitales para 
maximizar los impactos positivos de 
un proyecto de esta naturaleza. No 
puede suceder que la iniciativa para 
atacar el problema, termine encare-
ciendo su insumo vital.

Estas situaciones que se presentan en la ejecución 
de CV, son interesantes para ver desde otra pers-
pectiva las dinámicas normales de los procesos de 
planificación y gestión municipales, que son tan 
criticados. La verdadera dinámica del esquema 
“abreviado” que propone el MP genera condiciones 
de excepción que en asuntos como este, realmente 
no ha acelerado los procesos institucionales que por 
su complejidad requieren tiempos determinados de 
gestión y concertación; sino que los ha pospuesto. 
Este tema puede ser un aspecto para revisar más 
cuidadosamente en otros trabajos de evaluación de 
los procesos de gestión de proyectos, para derivar 
lecciones que permitan a mediano plazo mejorar los 
procedimientos normales a la luz de los costos de 
oportunidad que en efecto pueden generar; y, a su 
vez, a corto plazo sincronizar mejor estos esquemas 
abreviados a las realidades de su complejidad. Ci
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Ciudad VerdeEn CV el nivel de dificultad de gestión de 
suelo ha sido mínima. Las 328 has de la 
operación estaban divididas en apenas 26 
predios al momento de formulación del 
proyecto, lo cual simplificó y agilizó enor-
memente el proceso de formulación y la 
implementación del esquema fiduciario a 
partir del cual se ha gestionado. 
No obstante, parte de ese suelo, previa 
adopción del MP, se encontraba clasifica-
do como suelo rural por el POT de Soacha. 
Esto significa que no podría haber sido 
urbanizado sin las condiciones de excep-
ción generadas por el mismo. A pesar de 
ello, al no aplicarse la participación en 
plusvalía17, las rentas del suelo que se ge-
neraron del proceso de transición de rural 
a urbano mediante el MP, no fueron recu-
peradas ni para ese suelo, ni para el que 
se encontraba ya clasificado como suelo 
de expansión. 

17. Instrumento municipal me-
diante el cual se hace efectivo el 
derecho constitucional colectivo a 
participar de 50% del mayor valor 
producido por las decisiones del 
gobierno sobre el aprovechamiento 
del suelo, a través de un impuesto.
18. Fuente: Maldonado, Ma-
ría Mercedes. “Proyecto de ley 
Macroproyectos y PND ¿Dónde 
están los énfasis? ¿Dónde están 
los ausentes?”.p.19. Mesa VIS 
Uniandes Ponencia de Director de 
Metrovivienda. Mayo 2011.
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En Colombia es una obligación, no una opción, recuperar las rentas de suelo deri-
vadas de las acciones del Estado, es un derecho colectivo constitucional. Si bien es 
cierto que es competencia municipal cobrarla, y Soacha no ha adoptado aún el ins-
trumento, también es cierto que si en este caso la nación ha suplantado al munici-
pio en la ordenación del territorio, es necesario preguntarnos si tendría que haberlo 
suplantado también en la gestión de recuperación de las rentas del suelo originadas 
por el MP. 
Aunque esté sobre la mesa de discusión si los proyectos de VIS y VIP deben ser 
objeto de participación en plusvalía, y Camacol sostenga que los propietarios de la 
tierra se niegan a reducir sus valores de expectativa en las transacciones privadas, 
en virtud de la escasez de suelo urbanizable; no es posible aceptar que los precios 
a los que se está tasando el suelo en VIS y VIP en este tipo de operación también 
estén incorporando expectativas. 
En ese sentido, mientras que Metrovivienda en el mismo momento tasó el suelo 
entre $10.000 y $15.000 el m2 en la Operación Usme con el objetivo de maximizar la 
producción de bienes públicos y vivienda social mediante el control de esas expecta-
tivas; en Ciudad Verde se tasó a $60.000 el m2.18 Esto no solo repercute naturalmen-
te en una menor producción de VIP, sino en el aumento del costo para la operación 
en el pago de las afectaciones y bienes públicos; y en la distorsión del sistema de 
reparto. Más aún, como política pública (de omisión), es un precedente que ha des-
dibujado la política Distrital de suelo para Usme, en la medida en que se convirtió en 
precio de referencia que repercutió sobre el mercado de suelo en Bogotá y la región.
El impacto de la ausencia de una política pública de suelo va aún más allá. Las obras 
de acueducto que no han podido financiarse aún, tienen un valor de $13.300’000.000, 
o $4.056,11/m2 de suelo bruto. Considerando que el valor inicial promedio del suelo 
fue de $13.500/m2, y el residual de $60.000/m2, se estima que en CV el efecto de 
plusvalía puede ser del orden de $46.500/m2. Con esta plusvalía se habría podido 
asumir esa carga general, y quedaría un margen significativo en la ganancia obteni-
da por los propietarios del suelo. No obstante, es posible que ese costo finalmente 
lo tenga que absorber la tarifa de acueducto de Soacha.

¿Es incompatible un esquema de gestión abreviado como el MP, con una 
política pública de suelo? No tendría que serlo. En particular, si el objetivo 
central de utilizar las prerrogativas del Estado y de ofrecer sus incentivos, 
es tener la mayor incidencia posible en el segmento más deficitario y de 
menor oferta formal, que corresponde a la población con ingresos menores 
a dos salarios mínimos. 
En la medida en que, a pesar del conjunto de incentivos y subsidios es casi 
imposible llegar a 46% de la población mas pobre que necesita vivienda 
social, por su composición, cada uno de los MP alcanza a tener apenas 
un mínimo impacto en ese déficit. Por tanto, es absolutamente necesario 
maximizar los rendimientos de estas iniciativas en favor de amortiguar al 
máximo el impacto del suelo y lograr la mayor cantidad y más alta calidad 
de la VIP que pueda gestionarse. En esa medida es central que la estra-
tegia de gestión nacional incorpore los lineamientos de política pública de 
suelo a los que alude Renard.
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• Sobre la política pública de suelo: no es evidente que se ha-
yan aplicado los instrumentos para reducir el impacto del valor de la 
tierra sobre la vivienda, a pesar de tener como propósito central la 
generación de suelo para VIS y VIP. Los valores a los cuales se ha ta-
sado el suelo en la operación incorporan expectativas. Esto debe re-
percutir en una menor producción de VIP a pesar de que el proyecto 
si la produce; y sin duda en el aumento del peso de las afectaciones 
y bienes públicos en el cálculo de las cargas. 
Al no incluir los costos del acueducto en las cargas, se están calcu-
lando parcialmente los valores del urbanismo que en últimas deter-
minan el balance del reparto de cargas y beneficios. 

• Respecto del ordenamiento territorial y regional: la gestión 
de suelo del proyecto genera precedentes y ha alterado la política 
Distrital de suelo, en la medida en que el valor pagado por m2 rural 
en Soacha para el proyecto Ciudad Verde, se ha convertido en una 
referencia que distorsiona el mercado de suelos en Bogotá y la re-
gión.

• En la dimensión institucional de la gestión urbana: el caso 
de CV demuestra que disminuir el papel que juega el municipio, re-
trasó el proceso de diseño definitivo. En la práctica el municipio tuvo 
un papel significativo en la evolución de parámetros de diseño que 
determinan parte de la sostenibilidad del proyecto.

Estas consideraciones pueden convertirse en ejes de estudio para 
que se profundice en el análisis de la implementación de los MP 
como esquema de gestión, de manera que aprendiendo de su prác-
tica se enriquezca el diseño y la ejecución de las nuevas operaciones 
que le siguen, las cuales sin lugar a dudas tendrán gran repercusión. Lo
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CV nos permite reflexionar sobre varios aspectos de la gestión 
pública nacional en el territorio municipal a través de los MP. 

• Sobre los tiempos de gestión de la norma y permisos: 
nos muestra que aunque es un esquema que agiliza algunas 
etapas del proceso de formulación y adopción, si se dejan sin 
resolver los asuntos que normalmente son más complicados 
y costosos como el acueducto se pueden crear dificultades en 
diversos ámbitos: i) trasladar a los usuarios cargas que no les 
corresponden; ii) hacer inviables etapas futuras con VIS/VIP 
cuando lo absorba el precio del suelo urbanizado; ó iii) generar 
cargas onerosas a la administración local.
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